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Introducción

Reportes	sobre	el	Estado	penal	en	América	Latina,	han	documentado	como	el	
rápido	aumento	de	las	tasas	de	encarcelamiento,	en	las	dos	últimas	décadas,	
fueron	acompañadas	por	políticas	neoliberales	de	desarrollo	y	la	penalización	

de	la	informalidad	urbana,	como	un	medio	para	hacer	a	la	ciudad	más	atractiva	y	
segura	para	la	inversión.	Estos	investigadores	deducen	que,	junto	con	las	políticas	
estadounidenses	de	guerra	contra	el	narcotráfico,	el	desarrollo	urbano	neoliberal	
ha	contribuido	directamente	a	los	problemas	de	sobrepoblación	y	de	corrupción	en	
las	prisiones	de	América	Latina,	que	han	servido	principalmente	como	almacenes	
peligrosos	e	insalubres	para	los	sectores	más	marginados	de	la	población.

En	 el	 presente	 artículo,	 esperamos	 construir	 sobre	 esta	 premisa,	 el	 entender	
cómo	las	zonas	rurales	también	figuran	dentro	el	Estado	penal	en	América	Latina,	
en	relación	con	las	aspiraciones	del	neodesarrollo	contemporáneo,	que	tiene	como	
fines:	la	securitización	y	la	explotación	de	los	recursos	naturales;	la	modernización	
de	la	producción	y	de	la	infraestructura	rural;	y	la	incorporación	política	de	las	po-
blaciones	indígenas	y	campesinas.	

En	particular,	examinamos	la	criminalización	de	la	resistencia	al	extractivismo	
en	Ecuador,	a	través	del	lente	provisto	por	la	detención	política	de	Javier	Ramírez	
(coautor	de	este	artículo).	Ramírez	es	presidente	de	la	comunidad	de	Junín,	situa-

El Estado extractivista y el Estado penal: 
el caso de Intag, Ecuador1 
Lindsay Shade*, Darwin Javier Ramírez Piedra**,     
y Susana Carino Castro García***

La búsqueda de ingresos por parte del Estado, impulsó políticas dirigidas al desarrollo de proyectos mi-
neros. Como se documenta en el caso de Intag, la resistencia comunitaria a la implantación de la minería 
se ha visto reprimida por la activación de un Estado penal que establece medidas punitivas a líderes y 
organizaciones sociales. 

1.	 Este	trabajo	fue	realizado	en	colaboración	entre	los	tres	autores	sobre	la	situación	en	Intag	y	el	encar-
celamiento	político	de	su	presidente,	Darwin	Javier	Ramírez	Piedra.	A	pesar	de	que	Javier	es	un	co-au-
tor	de	este	artículo	y	habla	desde	su	punto	de	vista,	como	grupo	de	autores,	usamos	la	voz	impersonal,	
teniendo	en	cuenta	que	la	experiencia	no	pertenece	a	todos	los	autores.

*		 Programa	de	geografía,	Universidad	de	Kentucky.
**		 Presidente	de	la	comunidad	Junín,	zona	de	Intag.
***		 Programa	de	Estudios	sociales	y	culturales,	Universidad	de	California-Berkeley.
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da	en	la	zona	de	Intag,	provincia	de	Imbabura,	que	está	política	y	geográficamente	
en	el	corazón	del	primer	proyecto	minero	de	la	empresa	estatal	minera	Enami	EP.	A	
través	de	examinar	la	trayectoria	de	los	20	años	del	conflicto	minero	en	Intag,	des-
de	la	era	neoliberal	hasta	la	actualidad,	argumentamos	que	ha	habido	un	cambio	
acentuado	en	las	propuestas	del	Estado	ecuatoriano	para	facilitar	el	desarrollo	ex-
tractivo,	lo	que	coloca	más	fácilmente	a	los	recursos	del	Estado	en	servicio	del	ca-
pital	extractivo.	Este	servicio	del	estado,	a	las	industrias	extractivas,	opera	a	través	
de	la	vigilancia	y	la	securitización	de	las	zonas	rurales,	y	de	la	penalización	de	la	
defensa	territorial	y	de	las	estrategias	de	supervivencia	rurales.

Situando lo rural         
en los análisis del Estado penal

La	mayoría	de	los	estudios	del	Estado	penal	en	Latinoamérica,	han	recalcado	la	
criminalización	de	la	pobreza	urbana	en	relación	a	los	procesos	de	renovación	ur-
bana	y	a	la	circulación	del	capital	(ej.	Crossa,	2009;	Swanson,	2007;	Davis	y	Reyes,	
2007;	Garcés,	2004;	Koonings	and	Kruijt,	1999).	Estos	tienen	relación	con	el	con-
cepto	de	Loïc	Wacquant:	“de	la	contención	punitiva	como	estrategia	estatal	para	la	
administración	de	la	población	desposeída	y	deshonrada	en	la	polarización	de	la	
ciudad	en	la	era	triunfante	del	neoliberalismo”	(Wacquant,	2008,	p.	56).	Según	Wa-
cquant	(2009a,	2010),	la	penalización	de	la	pobreza	marcó	un	cambio	central	en	la	
postura	del	Estado	de	bienestar	Keynesiano	hacia	el	Estado	penal	neoliberal	en	los	
EUA	y	Europa	que,	Wacquant	argumenta,	se	estaba	convirtiendo	en	un	fenómeno	
global,	especialmente	en	Latinoamérica	(2009b,	2004).	La	investigación	contem-
poránea	sobre	la	gobernanza	urbana	latinoamericana,	en	efecto,	ha	demostrado	la	
extensa	adopción	de	políticas	que	penalizan	las	estrategias	de	subsistencia	urbana,	
principalmente	mediante	 las	políticas	“broken	window”	y	“cero	 tolerancia,”	que	
apuntan	al	“desorden”	percibido	que,	de	hecho,	es	una	consecuencia	de	las	condi-
ciones	socioeconómicas	(Dammert	y	Salazar	2009;	Müller	2012).	

Reportes	sobre	 la	adopción	de	 tácticas	severas	para	vigilancia,	en	unión	con	
proyectos	de	renovación	urbana	por	todo	el	globo,	proveen	una	suntuosa	base	para	
entender	la	economía	política	del	Estado	penal.	Sin	embargo,	es	también	impor-
tante	considerar	el	despliegue	desigual	y	la	diferenciación	espacial	del	Estado	pe-
nal.	Mientras	los	centros	urbanos	representan	sitios	de	aglomeración	y	concentra-
ción	del	capital	(Sassen,	2000),	que	están	profundamente	entrelazados	con	y	son	
dependientes	de	los	aparatos	estatales	para	su	funcionamiento	(Cox,	1999),	asimis-
mo	el	Estado	sirve	como	función	crítica	en	la	transformación	de	la	naturaleza	en	re-
cursos	y	productos	(Keucheyan,	2014,	Solíz,	2013;	Smith	2007;	Glassman,	1999).

La	relación	entre	la	naturaleza	y	la	acumulación	del	capital,	articulada	por	el	Es-
tado,	es	especialmente	consecuente	para	los	Estados	con	una	larga	historia	de	de-
pendencia	económica	de	las	exportaciones	primarias.	Considerando	cómo	el	Es-
tado	estructura	y	despliega	el	aparato	de	seguridad	para	garantizar	inversiones	con	
base	en	la	naturaleza,	nuestro	análisis	se	construye	sobre	lo	analizado	en	investiga-
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ciones	urbanas	previas	que	examina	al	Estado	penal	en	relación	con	“la	necesidad	
de	convencer	a	los	potenciales	inversionistas	de	la	seguridad	y	la	protección	de	sus	
respectivos	lugares	de	inversión”	(Müller,	2012,	p.	61).	Es	decir,	sostenemos	que	
la	oposición	a	la	extracción	de	recursos	naturales	y	a	otros	proyectos	de	megain-
fraestructura,	que	han	resultado	en	la	criminalización	de	la	protesta	social,	pueda	
ser	productivamente	analizada	dentro	del	marco	del	Estado	penal	(ej.	Alves,	2012).

Expandir	la	noción	de	Estado	penal,	para	rodear	su	irregular	despliegue	a	tra-
vés	de	las	divisiones	rurales-urbanas	y	centro-periferia,	también	exige	la	atención	
al	cambio	de	modelo	de	gobernanza	del	posneoliberalismo	en	muchos	Estados	la-
tinoamericanos,	modelo	que	plantea	retos	para	los	conceptos	de	Estado	penal	así	
definidos	por	los	procesos	de	urbanización	neoliberal.	En	Ecuador,	el	gobierno	del	
ex	presidente	Correa	ha	denunciado	explícitamente	la	penalización	de	la	pobre-
za	y	de	la	informalidad,	realizando	reformas	significativas	e	inversiones	en	mante-
nimiento	del	orden	público,	seguridad	e	infraestructura	penitenciaria,	así	como	en	
programas	sociales.	Asimismo,	la	llave	principal	del	posneoliberalismo	ecuatoriano	
es	el	Plan	de	Desarrollo	Nacional,	que	aspira	a	la	“transformación	de	la	matriz	pro-
ductiva”,	mediante	la	modernización	de	la	economía	de	Ecuador	y,	eventualmente,	
salir	de	la	producción	de	bienes	primarios.	Paradójicamente,	la	estrategia	de	desa-
rrollo	promovida	por	el	gobierno	correísta	depende	de	ingresos	proyectados,	consi-
derando	la	apertura	del	país	a	la	minería	a	gran	escala,	un	“sector	estratégico”	que	
es	un	asunto	de	seguridad	nacional	bajo	el	“Plan	Nacional	de	Seguridad	Integral”.2

En	las	siguientes	secciones	emprendemos	un	análisis	de	la	confluencia	del	Esta-
do	penal	y	el	Estado	neoextractivista	en	un	Ecuador	posneoliberal,	a	través	de	una	
investigación	crítica	de	1)	el	surgimiento	de	los	sectores	estratégicos	en	el	contexto	
del	neoextractivismo	y	el	discurso	concomitante	de	seguridad;	2)	los	cambios	del	
código	penal	y	la	consolidación	del	control	ejecutivo	sobre	la	sociedad	civil,	y	3)	la	
penalización	de	la	defensa	territorial	bajo	la	cobertura	de	la	expansión	de	la	poli-
cía	comunitaria	y	la	retórica	de	la	seguridad	ciudadana.	Además,	exploramos,	cada	
uno	de	estos	temas,	mediante	la	presentación	del	caso	de	detención	preventiva	de	
Javier	Ramírez,	y	la	subsecuente	vigilancia	y	militarización	de	la	comunidad	de	Ju-
nín	con	el	fin	de	garantizar	el	acceso	a	la	concesión	minera	Llurimagua	con	4.839	
hectáreas,	que	se	dice,	contiene	yacimientos	de	cobre	y	molibdeno.	

Sectores estratégicos         
y el Estado neoextractivista en Ecuador

En	términos	más	simples,	el	extractivismo	se	refiere	al	modo	de	acumulación	y	
a	la	dominación	política,	asociada	con	la	modalidad	primario-exportadora	a	tra-
vés	de	la	estructura	colonial	o	neocolonial	(Acosta,	2011;	Fabricant	and	Gufstaf-
son,	2015;	Veltmeyer	y	Petras,	2014).	El	término	ha	sido	nombrado	frecuentemente	

2.	 Ministerio	Coordinador	de	Seguridad,	2011.	Plan	Nacional	de	Seguridad	Integral.
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para	referirse	a	toda	la	historia	del	colonialismo	de	las	Américas	(ej.	Acosta,	2011),	
a	la	integración	de	Latinoamérica	a	la	economía	mundial	durante	el	giro	del	siglo	
XIX	(ej.	Nadal,	2012),	o	solamente	a	dinámicas	contemporáneas	de	la	“reprimari-
zación	de	las	economías”	en	Latinoamérica	desde	la	era	neoliberal	hasta	hoy	(ej,	
Svampa,	2015).	En	debates	actuales,	el	término	es	a	veces	modificado	a	“neoex-
tractivismo”,	para	connotar	la	adopción	de	políticas	extractivistas,	hechas	por	go-
biernos	populistas	y	progresistas	latinoamericanos,	para	financiar	programas	socia-
les	y	la	diversificación	y	modernización	de	la	economía	nacional.	Aquí	usamos	el	
término	neoextractivismo,	para	indicar	la	continuidad	entre	las	políticas	puestas	en	
movimiento	bajo	el	neoliberalismo	y,	la	agenda	neodesarrollista	del	gobierno	co-
rreísta	en	Ecuador.	

En	la	década	de	los	90,	los	gobiernos	neoliberales	de	Ecuador,	colaboraron	con	
instituciones	de	desarrollo	multilateral	para	atraer	inversiones	extranjeras	en	el	sec-
tor	minero,	mediante	 la	revisión	de	 las	 regulaciones	mineras	y	ambientales	para	
hacerlas	más	atractivas	para	la	industria	transnacional,	tales	como:	un	estudio	geo-
lógico	comprensivo	a	fin	de	identificar	reservas	potenciales;	criminalizando	la	mi-
nería	informal;	estableciendo	incentivos	fiscales	para	las	empresas	mineras	extran-
jeras	(Sacher	y	Acosta,	2012).	Estas	reformas	dieron	paso	a	lo	que	Sacher	y	Acosta	
llaman	una	“hemorragia”	de	concesiones	mineras,	con	un	20%	del	territorio	ecua-
toriano	bajo	concesión	(Acosta,	2009,	p.93).	Esta	fue	la	situación	del	sector	minero	
ecuatoriano	cuando	Rafael	Correa	llegó	a	la	presidencia	en	2007,	aunque	todavía	
no	existían	minas	a	gran	escala.	A	pesar	que	el	gobierno	de	Correa,	revocó	la	ma-
yoría	de	las	licencias	mineras	en	momentos	de	la	elaboración	de	la	Constitución	de	
Montecristi	2008,	y	una	nueva	ley	minera	en	2009	–que	elevó	la	vigilancia	y	el	im-
puesto	estatal	sobre	la	minería	de	modo	significativo–3	estas	mismas	reformas	pro-
veyeron	el	marco	institucional	y	legal,	para	que	la	minería	se	transforme	de	ser	un	
sector	atractivo	para	la	inversión	extranjera,	a	un	sector	estratégico	para	el	modelo	
económico	y	político	del	Ecuador.

El	artículo	313	de	la	Constitución,4	establece	que,	“El	Estado	se	reserva	el	dere-
cho	de	administrar,	regular,	controlar	y	gestionar	los	sectores	estratégicos,	de	con-
formidad	con	los	principios	de	sostenibilidad	ambiental,	precaución,	prevención	y	
eficiencia.	Los	sectores	estratégicos,	de	decisión	y	control	exclusivo	del	Estado,	son	
aquellos	que	por	su	trascendencia	y	magnitud	tienen	decisiva	influencia	económi-
ca,	social,	política	o	ambiental,	y	deberán	orientarse	al	pleno	desarrollo	de	los	de-
rechos	y	al	interés	social.	Se	consideran	sectores	estratégicos,	la	energía	en	todas	
sus	formas,	las	telecomunicaciones,	los	recursos	naturales	no	renovables,	el	trans-
porte	y	la	refinación	de	hidrocarburos,	la	biodiversidad	y	el	patrimonio	genético,	el	
espectro	radioeléctrico,	el	agua,	y	los	demás	que	determine	la	ley”.

3.	 La	ley	de	2009	fue	debilitada	sustancialmente	por	las	reformas	en	2013	y	la	posterior	legislación	adi-
cional	para	atraer	la	inversión	minera,	como	se	explica	con	más	detalle	en	el	presente	documento.

4.	 Constitución	de	la	República	del	Ecuador	2008.	Decreto	Legislativo	0.	Registro Oficial	449	de	20	oct-	
2008.



Ecuador dEbatE 102/ análisis 159 

Con	el	artículo	313	como	base	constitucional,	el	decreto	ejecutivo	No.	849	fue	
emitido	en	enero	de	2008	para	crear	el	Ministerio	Coordinador	de	Sectores	Estra-
tégicos,5	con	la	misión	de	“dirigir	la	política	para	responsablemente	aprovecharse	
de	los	recursos	naturales	para	beneficiar	a	todos	los	ecuatorianos”.	Las	funciones	
principales	de	esta	entidad,	serán:	la	supervisión	y	coordinación	entre	el	Ministerio	
de	Hidrocarburos,	el	Ministerio	de	Minería,	el	Ministerio	de	Electricidad	y	Energía	
Renovable,	la	Secretaría	Nacional	del	Agua,	el	Ministerio	de	Telecomunicaciones	y	
Sociedad	de	la	Información,	y,	desde	2013,	el	Ministerio	del	Ambiente.	

Estos	son	los	sectores,	con	sus	ministerios	correspondientes,	considerados	esen-
ciales	en	las	metas	de	modernizar	al	Estado	y	la	economía	nacional,	en	concordan-
cia,	se	supone,	con	la	amplia	visión	del	Buen	Vivir,	constante	en	la	Constitución	
de	Montecristi,	y	en	el	Plan	de	Desarrollo	Nacional,	este	concepto,	atañe	a	todas	
las	instituciones	estatales	ecuatorianas	y	su	discurso.	Por	ejemplo,	la	declaración	
de	la	visión	del	2016,	resume	las	aspiraciones	del	Ministerio	Coordinador	de	Sec-
tores	Estratégicos:	

ser	el	modelo	de	gestión	para	el	aprovechamiento	racional,	sostenible	y	eficiente	de	los	
recursos	mineros,	hidrocarburíferos	e	hídricos,	y	la	prestación	efectiva	de	los	servicios	pú-
blicos	de	telecomunicaciones	y	de	electricidad;	generando	el	máximo	beneficio	social	e	
impacto	económico	con	una	mínima	afectación	ambiental,	orientados	a	garantizar	los	de-
rechos	de	la	población	(Sectores	Estratégicos	2016).6 

En	este	marco,	los	“derechos	de	la	población”,	son	garantizados	por	el	desarro-
llo	racional	de	los	recursos	naturales	dirigido	por	el	Estado,	y	la	redistribución	de	
rentas	para	mejorar	la	calidad	de	vida	de	la	mayoría	de	ciudadanos,	poniendo	a	la	
extracción	en	el	corazón	de	los	planes	de	desa-rrollo	nacional.	Por	ello,	la	extrac-
ción	de	los	recursos	estratégicos	y,	especialmente,	el	desarrollo	de	minería	a	gran	
escala,	tiene	un	lugar	esencial	en	el	Plan	Nacional	para	el	Buen	Vivir,7	conceptua-
lizado	para	facilitar	la	salida	de	la	dependencia	de	extracción	y	exportación	prima-
ria.	No	obstante,	incluso	proponentes	de	esta	especie	de	“extractivismo	sensible”,	
arraigados	en	esfuerzos	para	la	transición	a	una	economía	posextractiva,	han	criti-
cado	severamente	al	Estado	por	no	aplicar	estándares	sociales	y	ambientales	rigu-
rosos	al	dar	concesiones,	tolerando	una	gran	variedad	de	infracciones,	adoptando	
y	promoviendo	políticas	cada	vez	más	laxas	con	el	objetivo	de	atraer	la	máxima	
inversión	extranjera,	usando	los	ingresos	de	la	extracción,	para	construir	principal-
mente	infraestructura	que	facilita	y	profundiza	la	economía	extractivista	(ej.	Gudy-
nas,	2011;	Acosta,	2012;	Dávalos,	2013;	Solíz,	2013;	Dávalos	y	Albuja,	2014;	Sha-
de,	2015).	

5.	 Artículo	1	del	Decreto	Ejecutivo	Nº	849,	promulgado	en	el	Registro Oficial	Nº	254	de	17	de	enero	del	
2008,	de	creación	del	Ministerio	de	Coordinación	de	los	Sectores	Estratégicos.

6.	 Sitio	web	del	Ministerio	Coordinador	de	Sectores	Estratégicos,	Valores/Misión/Visión.
7.	 Plan	Nacional	de	Desarrollo/Plan	Nacional	para	el	Buen	Vivir	2013-2017,	 ‹www.buenvivir.gob.ec›,	

que	se	refiere	al	desarrollo	de	la	minería	más	de	150	veces.
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Según	ese	Plan	Nacional	de	Desarrollo	Minero,	 la	visión	era	 la	de	desarrollar	
una	industria	de	minería	a	gran	escala	que	constituiría,	entre	el	4%	y	el	5%	del	PIB,	
durante	el	periodo	2011-20158	pero;	una	serie	de	reformas	y	la	gran	caída	en	el	pre-
cio	del	petróleo	concitaron	un	impulso	más	agresivo	de	la	inversión	extranjera	en	el	
sector	minero	en	el	periodo	2016-2017;	el	Estado	esperaba	atraer	$588	millones	en	
inversiones	mineras	en	el	2016,	y	aumentar	a	1,5	mil	millones	en	2017	(El Universo, 
2015).	Para	ese	fin,	un	decreto	del	Ministerio	de	Minería,9	en	30	de	marzo	de	2016,	
creó	procedimientos	para	una	subasta	abierta	de	concesiones	mineras,	proponiendo	
431.801	hectáreas	que	generó	desde	el	1	de	abril	más	de	196	solicitudes,	en	una	se-
mana	(El Universo,	2016).	El	Ministro	de	Minería,	Javier	Córdova,	llamó	a	la	subasta	
un	triunfo,	al	igual	que	varios	analistas	de	la	industria	minera,	quienes	establecieron	
que,	por	ejemplo,	Ecuador	ya	“está	caminando	en	la	dirección	correcta”	y	que,	el	
presidente	“Correa	reconoció	que	se	había	equivocado”,	en	cuanto	al	sector	mine-
ro,	al	buscar	capturar	una	proporción	mucho	más	grande	de	ingresos	mineros	para	
el	país,	a	través	de	la	Ley	minera	de	2009	(El Universo,	2016).	Los	“éxitos”,	se	pro-
dujeron	después	de	varias	reformas	en	la	Ley	minera	y	en	las	políticas	fiscales	entre	
2013	y	2015,	que	incentivaron	la	inversión	extranjera.	La	empresa	global	de	con-
sultoría	Wood	Mackenzie,	que	se	especializa	en	la	industria	minera,	fue	contratada	
para	ayudar	a	diseñar	estas	reformas	y	promoverlas	en	el	Día	de	Ecuador	de	la	Fe-
ria	de	la	Asociación	de	Prospectores	Mineros	de	Canadá	(PDAC),	en	2016	(Barnes,	
2016;	Ministerio	Coordinador	de	Sectores	Estratégicos,	2015).	

Algunos	de	los	beneficios	de	estas	reformas	e	incentivos	amistosos	a	la	industria,	
son	la	eliminación	de	los	requisitos	para	presentar	informes	de	monitoreo	ambien-
tal,	como	también	la	eliminación	de	los	requisitos	para	obtener	la	aprobación	de	las	
comunidades	y	de	las	autoridades	locales	antes	de	comenzar	operaciones;10	reduc-
ciones	significativas	en	la	participación	del	Estado	en	ingresos	de	minería	en	forma	
de	regalías	e	impuestos;11	y	la	eliminación	de	trámites	burocráticos	para	la	adquisi-
ción	de	nuevas	concesiones.12	Con	estas	reformas,	la	recaudación	de	impuestos	to-

8.	 Plan	Nacional	de	Desarrollo	del	Sector	Minero,	2010-2015,	Ministerio	de	Recursos	Naturales	No	Re-
novables,	Agosto	de	2011,	p.	73.

9.	 Decreto	Ministerial	No.	2016-002	del	Ministerio	de	Minería,	publicado	en	el	Registro Oficial	Nº	722	el	
30	de	Marzo	de	2016.

10.	 Ley	Orgánica	Reformatoria	a	la	Ley	de	Minería,	publicada	en	el	Registro Oficial	No.	37	el	16	de	Julio	
2013.

11.	 La	Ley	Orgánica	Reformatoria	a	la	Ley	de	Minería	establece	un	límite	de	8%	para	las	regalías.	Decre-
to	Ejecutivo	No.	475,	se	reforma	el	reglamento	general	a	la	ley	de	minería,	publicado	en	el	suplemen-
to	del	Registro Oficial	No.	385	en	28	nov.	2014	establece	nuevas	fórmulas	fiscales	que	eliminan	efecti-
vamente	el	impuesto	a	los	ingresos	extraordinarios	y	el	impuesto	de	ajuste	soberano.	La	Ley	Orgánica	
de	Incentivos	para	Asociaciones	Público-Privadas	y	la	Inversión	Extranjera,	publicado	en	el	Registro 
Oficial	No.	652	el	18	dic.	2015,	restringe	la	aplicabilidad	del	impuesto	a	la	renta;	exime	equipos	de	
minería	del	IVA;	y	aplica	el	reintegro	del	IVA	por	las	exportaciones	mineras.	Resolución	No.	135-INS-
DIR-ARCOM-2014,	publicada	en	suplemento	del	Registro Oficial	No.	415	en	13	ene.	2015,	permite	la	
depreciación	acelerada	de	5	ó	10	años	a	discreción	de	la	empresa.

12.	 Decreto	Ministerial	Nº	2016—002	del	Ministerio	de	Minería,	publicado	en	el	Registro Oficial	Nº	722	
en	30	mar.	2016.
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tal	de	Ecuador	está	a	la	par	con	la	de	Colombia	y	de	Perú,	dos	países	ampliamente	
criticados	por	mantener	y	profundizar	políticas	neoliberales,	especialmente	con	res-
pecto	al	sector	extractivo	(Lust,	2014;	Gibbs	y	Leech,	2009;	Sullivan,	2014).

Si	el	gobierno	de	Correa,	ha	continuado	la	neoliberalización	del	sector	extracti-
vo,	ha	sido	a	partir	del	cambio	de	modelo	estatal	neoliberal,	basado	en	el	repliegue	
del	Estado.	Hoy,	el	Estado	ecuatoriano,	pone	los	recursos	públicos,	directamente	al	
servicio	del	capital	extractivo.	La	presentación	para	la	industria	minera	transnacio-
nal	en	la	PDAC	2016,	por	el	Ministerio	Coordinador	de	Sectores	Estratégicos,	el	Mi-
nisterio	de	Minería	y	Wood	MacKenzie,	destacó	la	inversión	sustancial	de	Ecuador	
en	su	infraestructura	para	beneficiar	a	la	industria	minera	como	vías,	puertos	y	pro-
yectos	hidroeléctricos.13	Además,	reivindica	que	el	país	tiene	una	ventaja	del	40%,	
con	respecto	a	otros	países	mineros	en	América	Latina	en	costos	de	operación,	de	
mano	de	obra,	electricidad,	combustible	y	carga.14 

En	la	misma	presentación	al	PDAC,	el	Ministerio	de	Minería,	promovió	opor-
tunidades	para	asociaciones	privadas	con	la	empresa	minera	del	Estado	Enami	EP,	
para	desarrollar	las	concesiones	existentes,	en	las	que	la	exploración	inicial,	los	es-
tudios	de	impacto	ambiental	y	las	relaciones	comunitarias	se	realizan	a	costa	del	
Estado.15	Si	bien	la	subvención	de	infraestructura	y	exploración	para	el	desarrollo	
minero	beneficia	significativamente	a	las	empresas	privadas,	el	funcionamiento	de	
las	relaciones	comunitarias	es	crucial.	Como	lo	resumió	el	Ministro	de	Minería,	Ja-
vier	Córdova,	“antes	de	nuestro	gobierno,	 las	 relaciones	con	 la	comunidad	eran	
solo	entre	la	empresa	y	la	comunidad	–era	una	relación	directa–	y	eso	creó	malos	
resultados”	(Hiyate,	2015).	En	contraste,	como	“sector	estratégico”,	la	industria	mi-
nera	en	Ecuador	ahora	disfruta	de	toda	la	legitimidad,	autoridad	y	recursos	de	se-
guridad	(como	policía	y	militares),	del	Estado.	

Asegurando los sectores estratégicos      
y la criminalización de la defensa del territorio

La	reorganización	contemporánea	de	la	economía	política	de	Latinoamérica,	
está	marcada	por	la	adopción	de	un	discurso	de	“recursos	naturales	estratégicos,”	
particularmente	por	los	gobiernos	populares-nacionalistas.16	Como	Bruno	Fornillo	
(2014)	ha	observado,	este	discurso	tiene	sus	raíces	en	la	tradición	diplomática-mi-
litar	post	Primera	Guerra	Mundial,	que	fue	cimentada	como	parte	de	la	respuesta	

13.	 Ecuador	Mining	October	2015	preparado	por	Wood	Mackenzie,	p.	6	recuperada	de	‹http://www.sec-
toresestrategicos.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2015/11/Ecuador-Mining.pdf›.

14.	 Ibid.	p.	8.
15.	 Ecuador:	 The	 New	 Mining	 Frontier,	 p.	 19.	 Recuperada	 de	 ‹http://www.mineria.gob.ec/wpcontent/

uploads/downloads/2016/03/PDAC2016_EcuadorDay04_MinistroCordova.pdf›.
16.	 La	versión	actual	del	discurso	sobre	recursos	estratégicos	y	sus	políticas	asociadas	ha	sido	promovida	

por	las	instituciones	multilaterales	y	los	gobiernos	europeos,	entre	ellos	la	Comisión	Económica	para	
América	Latina,	el	Foro	Económico	Mundial,	el	Banco	Mundial,	Alemania	y	Noruega.
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proteccionista	a	la	crisis	de	los	años	1930.	El	resultado	de	este	discurso	fue	asig-
nar	un	valor	excepcional	a	un	recurso	como	asunto	de	seguridad	nacional	y,	funda-
mentalmente,	equiparar	a	los	recursos	con	el	poder.	

Según	Fornillo,	la	versión	actual	del	discurso	de	los	recursos	estratégicos	y	sus	
políticas	asociadas,	refleja	el	continuo	reordenamiento	de	las	dinámicas	de	acu-
mulación	de	capital,	en	torno	al	conocimiento	de	que	los	recursos	son	finitos	—ex-
presado	en	la	política	extranjera	de	la	Unión	Europea,	sobre	seguridad	de	recursos	
como	premisa	para	asegurar	las	provisiones—	y	la	contradicción	de	la	necesidad	
de	un	desarrollo	con	un	frente	verde	o	sustentable,	dentro	de	estructuras	económi-
cas	basadas	en	la	subsunción	de	la	naturaleza	al	capital.	

El	Artículo	43	de	la	Ley	de	Seguridad	Pública,17	autoriza	al	Ministerio	de	De-
fensa	a	desplegar	fuerzas	armadas,	como	medida	de	prevención	y	protección	de	
establecimientos	e	infraestructura	pública	o	privada.	El	manual	del	Ministerio	de	
Defensa	para	operaciones	militares,18	que	especifica	el	papel	del	militar	en	la	segu-
ridad	interna,	se	refiere	al	Artículo	313	de	la	Constitución,	reservando	el	derecho	
al	Estado	para	administrar	y	controlar	los	recursos	estratégicos,	y	al	Artículo	43	de	
la	Ley	de	Seguridad	Pública,	que	norma	los	procedimientos	de	seguridad	para	sec-
tores	estratégicos.	

El	uso	de	la	fuerza	pública	para	asegurar	los	proyectos	de	extracción	no	es	una	
simple	posibilidad	presentada	por	la	ley.	Tres	incidentes	separados	ocurrieron	en	
septiembre	y	en	octubre	de	2015,	y	en	febrero	de	2016,	cuando	grupos	de	fuerzas	
armadas	militares,	Policía	Nacional	y	contratistas	de	seguridad	privada,	removieron	
forzadamente	a	familias,	destruyeron	casas	en	el	distrito	de	San	Marcos	de	Tunday-
me,	Zamora,	para	dar	paso	a	que	una	empresa	china,	Ecuacorriente,	iniciara	traba-
jos	en	la	mina	de	cobre	El	Mirador	(Inredh,	2016).	Asimismo,	en	mayo	de	2014,	en	
la	zona	de	Intag,	provincia	de	Imbabura,	aproximadamente	214	miembros	del	Gru-
po	de	Operaciones	Especiales	(GOE),	del	Grupo	de	Intervención	y	Rescate	(GIR),	
de	la	Policía	Nacional,	acompañaron	a	técnicos	con	el	fin	de	llevar	a	cabo	el	estu-
dio	ambiental	para	el	proyecto	minero	Llurimagua	(El Comercio,	2014a;	Ministerio	
del	Interior	2014).	Además,	una	fuerza	de	seguridad	permanente	ha	sido	instalada	
dentro	del	área	de	exploración	hasta	ahora.	

El	aseguramiento	de	la	extracción	de	recursos	es	respaldada	aún	más,	por	nue-
vas	leyes	que	criminalizan	las	protestas	y	oposición	a	los	planes	de	desarrollo	del	
gobierno.	Estas	 leyes,	codificadas	en	el	Código	Penal	aprobada	por	 la	Asamblea	
Nacional	en	2014,	establece	las	bases	legales	del	Plan	de	Seguridad	Integral,	bajo	
el	subtítulo	“Violencia	Política”:	

17.	 Ley	Reformatoria	a	la	Ley	de	Seguridad	Pública	y	del	Estado,	Registro Oficial	263,	segundo	suplemen-
to	del	09	jun	2014.

18.	 Ministerio	de	Defensa	Nacional,	Manual	de	Derecho	en	las	Operaciones	Militares,	primera	ed.	2014.	
pp.	36-37	y	78-81.	Recuperada	de	‹http://www.coed.mil.ec/archivos_coed/MANUAL%20DE%20DE-
RECHO%20EN%20LAS%20OPERACIONES%20MILITARES.pdf›.
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este	tipo	de	violencia	se	genera	cuando	no	existe	respeto	a	los	ciudadanos(as)	ante	una	
manifestación	legítima	de	sus	derechos,	o	cuando	grupos	políticos	o	sociales	tergiversan	
el	reclamo	hacia	las	autoridades,	situación	que	puede	desencadenar	en	una	alteración	del	
orden	y	la	paz	social,	y	que	da	pie	a	actos	de	vandalismo,	agresión	a	la	propiedad	privada,	
saqueos	y	otros	hechos	delictuales	que	afectan	a	la	seguridad	ciudadana.19 

En	referencia	a	las	protestas,	la	policía	en	el	2010,	ofrece	como	“prueba	irrefu-
table”	de	que	la	protesta	tiene	el	potencial	de	poner	en	peligro	la	estabilidad	demo-
crática	del	Estado,	el	texto	continúa	señalando	que:	“la	seguridad	pública...	tiene	
que	ver	con	el	control	y	mantenimiento	del	orden	público	frente	a	las	amenazas	de	
alteración	del	orden	y	la	paz	social,	para	lo	cual,	el	Estado	utiliza	la	Fuerza	Públi-
ca	de	manera	progresiva,	pudiendo	utilizar	los	estados	de	excepción”.20	Este	tema	
de	la	denominada	“violencia	política”,	del	plan	de	Seguridad	Integral,	se	concreta	
en	el	Código	Orgánico	Penal	Integral	(COIP)21	revisado	en	2014,	que	contiene	29	
artículos	que	definen	una	amplia	variedad	de	delitos	políticos	contra	la	“seguridad	
pública”,	algunos	de	los	cuales	pueden	ser	castigados	hasta	con	13	años	de	prisión.

Bajo	este	subtítulo	de	“seguridad	pública”,	el	COIP	tipifica	una	serie	de	delitos	
que	penalizan	la	protesta	social,	incluyendo	pero	no	limitados	al	artículo	336-Re-
belión,	artículo	345-Sabotaje,	artículo	346-Paralización	de	un	servicio	público,	ar-
tículo	348-Incitación	a	discordia	entre	ciudadanos,	y	artículo	366-Terrorismo.	Junto	
con	el	historial	del	gobierno	correísta,	de	enjuiciar	la	protesta	social	bajo	los	artí-
culos	de	“sabotaje	y	rebelión”	en	el	código	penal	anterior,	estos	artículos	impiden	
el	ejercicio	del	derecho	constitucional	de	participar	en	protestas	políticas.	Además,	
tienen	en	común	una	redacción	ambigua,	dejando	a	la	discreción	del	juez	determi-
nar	qué	conducta	constituye	un	delito	y	cuál	no.	El	lenguaje	del	Artículo	345-Sabo-
taje,	es	particularmente	amplio,	dirigido	a	quien	“trastorna	el	entorno	económico	
del	país	o	el	orden	público”22	e	incluye	muchas	actividades	que	son	tradicional-
mente	asociadas	con	la	protesta	social	como	cerrar	las	líneas	de	comunicación	o	
las	vías.	

El	lenguaje	impreciso	del	COIP	es	especialmente	problemático,	dada	la	subor-
dinación	del	sistema	de	justicia	a	intereses	ejecutivos	bajo	el	gobierno	de	Correa;	
el	Código	Orgánico	de	la	Función	Judicial	permite	la	intromisión	en	funciones	ju-
diciales	en	casos	de	“error	inexcusable”23,	que	son	vagamente	definidos	en	el	có-
digo	y	permiten	la	interpretación	laxa.	Así	mismo,	el	Secretario	Jurídico	de	la	Presi-
dencia	de	la	República,	comunicó,	en	cartas	a	los	jueces,	que	todos	los	casos	que	
afecten	directamente	al	Estado	serán	procesados	nuevamente	en	tribunales	supe-

19.	 Ministerio	Coordinador	de	Seguridad,	2011	“Plan	Nacional	de	Seguridad	Integral”	p.	52.
20.	 Ibíd.
21.	 Código	Orgánico	Penal,	publicado	en	el	Registro Oficial	Nº	180	en	10	feb.	2014.
22.	 Ibíd.	p.	53.
23.	 Código	Orgánico	de	la	Función	Judicial,	publicado	en	el	Registro Oficial	No.	544	en	09	mar.	2009,	Art.	

108	p.	36.
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riores,	si	la	decisión	no	favorece	a	los	intereses	estatales.24	Por	otra	parte,	los	jue-
ces	pueden	ser	personalmente	responsables	y	despedidos	si	el	tribunal	superior	in-
vierte	sus	decisiones	(Focus	Ecuador,	2015).	Es	en	este	contexto	que,	a	lo	largo	del	
gobierno	correísta,	más	de	200	líderes	de	la	Confederación	de	Nacionalidades	In-
dígenas	del	Ecuador	(CONAIE),	han	sido	juzgados	por	ejercitar	sus	derechos	a	pro-
testar	(El Comercio,	2014b).	Asimismo,	varias	organizaciones	de	derechos	humanos	
encuentran	que	la	criminalización	de	la	protesta	social	ha	aumentado	rápidamente	
en	Ecuador,	en	el	contexto	de	proyectos	de	extracción	y	de	otros	de	megainfraes-
tructura	en	los	que,	las	acusaciones	son	hechas,	en	la	mayoría	de	los	casos,	por	las	
empresas	(OMCT,	2016;	FIDH,	2015;	Amnesty	International,	2012).	

La criminalización         
de la defensa territorial en Intag

Uno	de	estos	casos	fue	el	de	Darwin	Javier	Ramírez	Piedra	(coautor	de	esta	con-
tribución),	presidente	de	la	comunidad	Junín	en	la	zona	de	Intag,	provincia	de	Im-
babura,	donde	está	ubicada	la	concesión	minera	Llurimagua.	El	proyecto	Llurima-
gua	está	actualmente	en	 fase	de	exploración	avanzada	por	 la	empresa	nacional	
minera	Enami,	en	convenio	con	Emsaec,	la	subsidiaria	ecuatoriana	de	la	empresa	
nacional	chilena	Codelco.	Ramírez	fue	injustamente	detenido	en	el	Centro	de	Re-
habilitación	Social	en	Ibarra	por	diez	meses	bajo	“detención	preventiva”.	Ramírez	
fue	arbitrariamente	arrestado	el	10	de	abril	de	2014,	inmediatamente	después	de	
una	reunión	con	el	Ministro	del	Interior,	 José	Serrano,25	en	Quito,	quien	invitó	a	
Ramírez	y	a	otros	dos	líderes	del	movimiento	antiminero	de	Intag,	para	escuchar	
sus	preocupaciones.	Durante	la	reunión	con	el	entonces	Ministro	Serrano,	Ramírez	
afirmó	la	oposición	de	la	comunidad	de	Junín	al	proyecto	minero	Llurimagua.	A	
Ramírez,	no	le	 fue	dada	ninguna	explicación	para	su	arresto;	pero	fue	eventual-
mente	acusado	de	terrorismo,	sabotaje	y	rebelión.	Fue	acusado	por	la	Enami,	de	
atacar	a	un	empleado	y	dañar	maquinaria	de	la	compañía,	durante	una	manifesta-
ción	para	prevenir	que	técnicos	recolectaran	información	para	el	estudio	de	impac-
to	ambiental	del	proyecto	minero.	Sin	embargo,	los	registros	médicos	demostraron	
que	Ramírez	estaba	bajo	el	cuidado	de	un	médico	al	momento	de	la	manifestación	
y	no	estaba	presente.	La	corte	no	tuvo	en	cuenta	las	pruebas	a	su	favor	y,	Ramírez	
fue	finalmente	condenado	por	rebelión	después	de	diez	meses	en	prisión	y	sin	au-
diencia;	fue	puesto	en	libertad	el	día	en	que	fue	condenado,	al	haber	cumplido	su	
condena	en	prisión	preventiva.	Su	hermano,	Hugo	Ramírez,	también	fue	acusado	
y	la	orden	de	su	captura	sigue	vigente,	aunque	hasta	la	fecha	no	ha	sido	detenido.

24.	 Comunicación	personal	(fuente	anónima).
25.	 Los	dirigentes	tuvieron	esperanza	por	esta	reunión	porque	han	solicitado	la	oportunidad	de	conversar	con	

alguien	de	poder,	no	solamente	con	los	técnicos	que	vienen	a	las	comunidades	para	convencer	a	la	gente	
de	aceptar	la	minería.	Además,	antes	de	su	carrera	en	el	gobierno	de	Correa,	Serrano	era	el	abogado	del	
movimiento	anti-minero	de	la	zona	de	Intag,	entonces,	tenían	una	buena	relación	con	él.
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Un	mes	después	de	la	detención	de	Ramírez,	en	mayo	de	2014,	aproximada-
mente	200	miembros	de	la	Policía	Nacional	–incluyendo	miembros	de	unidades	
tácticas	especializadas	como	el	Grupo	de	Operaciones	Especiales	(GOE)	y	el	Gru-
po	de	Intervención	y	Rescate	(GIR)–	y	18	técnicos,	entraron	a	la	comunidad	de	Ju-
nín	a	la	fuerza	para	concluir	el	estudio	de	impacto	ambiental.	Varios	miembros	de	
la	comunidad,	incluyendo	la	madre	de	Ramírez	y	su	esposa,	fueron	golpeados	por	
la	policía	durante	el	enfrentamiento.	Sin	embargo,	una	nota	de	prensa	hecha	por	la	
Policía	Nacional,	describió	el	acompañamiento	a	Enami	como	una	medida	tranqui-
la	y	preventiva	para	asegurar	el	orden	público	y	señaló	que,	“prevaleció	el	respeto	
a	los	Derechos	Humanos	y	dignidad	de	las	personas	del	sector	de	Junín,	así	como	
de	las	autoridades	y	técnicos”	(Policía	Nacional,	2014a).	Aunque	la	narrativa	ofi-
cial	de	la	Enami	es	que	solamente	una	minoría	de	individuos	se	oponen	a	la	mine-
ría	en	Intag,	el	despliegue	de	un	número	tan	grande	de	policías,	testimonia	la	efica-
cia	de	la	resistencia	popular,	que	previno	intentos	previos	de	la	Enami	de	acceder	a	
la	concesión,	lo	que	es	admitido	incluso	en	el	mencionado	comunicado	de	prensa.	

El	arresto	y	detención	de	Ramírez	no	puede	ser	considerado	ajeno	al	ingreso	
de	la	policía,	un	mes	después.	Desde	la	época	neoliberal,	opositores	a	la	minería	
en	Intag	habían	participado	en	la	protesta	por	la	defensa	del	territorio,	enfrentan-
do	acusaciones	de	empresas	mineras	pero;	el	sistema	de	justicia	operaba	con	más	
independencia	y	nunca	nadie	fue	detenido	y	encarcelado	por	tanto	tiempo	(El Co-
mercio,	2015).	El	arresto	y	encarcelamiento	de	Ramírez,	junto	con	el	despliegue	de	
la	Policía	Nacional,	demostró	que	los	intereses	mineros	ahora	operan	con	la	fuer-
za	del	Estado.	Esta	brusca	intimidación	disminuye	la	capacidad	de	resistencia,	es-
pecialmente	cuando	es	considerada	en	comparación	con	los	exitosos	movimientos	
antimineros	que	previamente	expulsaron	a	dos	empresas	transnacionales.	Cuando	
la	empresa	minera	canadiense	Ascendant	Copper	tenía	la	concesión	de	Intag	en	
2004-2006,	grupos	de	paramilitares	armados	realizaron	varias	incursiones	en	Ju-
nín	y	comunidades	cercanas,	con	el	intento	de	romper	la	resistencia	y	acceder	a	la	
concesión	pero;	cientos	de	inteños	opositores	a	la	extracción	se	movilizaron	para	
defender	su	territorio.	En	diciembre	del	2006,	Ascendant	fue	finalmente	expulsada	
después	de	que	los	residentes,	sin	violencia,	capturaron,	desarmaron	y	detuvieron	
a	56	paramilitares	en	la	Iglesia	de	Junín,	hasta	que	las	autoridades	respondieran	una	
semana	más	tarde.	Por	el	contrario,	debido	en	gran	parte	a	la	detención	del	presi-
dente	de	la	comunidad	de	Junín,	la	policía	no	se	enfrentó	a	la	masiva	resistencia	or-
ganizada	cuando	llegó	a	Junín	en	mayo	2014.	

Por	otra	parte,	en	los	siguientes	seis	meses,	una	fuerza	de	26	policías	nacionales	
permaneció	estacionada	en	Junín	y	alojada	en	las	casas	de	los	miembros	de	la	co-
munidad	a	expensas	del	Estado.	Cuando	no	hubo	fondos	disponibles	para	la	vivien-
da,	debido	a	las	limitaciones	presupuestarias,	la	policía	se	trasladó	a	la	escuela	de	
la	comunidad	vecina	de	Chalguayalco	Bajo,	cuyos	estudiantes	fueron	desplazados	
a	otra	escuela.	Un	reducido	número	de	policías	están	estacionados	de	forma	per-
manente	para	asegurar	la	concesión	durante	la	exploración	avanzada	actualmente	
en	curso.	Esta	presencia	de	la	policía	se	justificó	en	los	comunicados	de	prensa,	en	
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referencia	al	discurso	oficial	de	“seguridad	ciudadana,”	que	consiste	en	servicio	co-
munitario,	reforma	policial,	y	la	expansión	de	la	policía	comunitaria.	

La	permanencia	policial	y	del	personal	de	la	Enami	en	la	comunidad	de	Junín,	
permitió	la	vigilancia	directa.	Con	la	detención	del	presidente	de	la	comunidad,	la	
directiva	jurídica	de	la	comunidad	quedó	paralizada.	Mientras	tanto,	Enami	insta-
ló	una	segunda	directiva,	a	favor	de	la	minería,	compuesta	principalmente	por	resi-
dentes	temporales,	contratados	como	mano	de	obra	para	la	actividad	minera.	Aun-
que	la	directiva	instalada	por	la	empresa	fue	ilegítima,	ya	que	no	fue	elegida	en	una	
asamblea	general,	como	estructura	formal,	legitima	la	presencia	de	la	empresa	y	su	
actividad	de	relaciones	comunitarias.	

Con	el	 tiempo,	 la	división	 se	hizo	más	profunda	a	medida	que	más	 familias	
comenzaron	a	proporcionar	alojamiento,	alimentación,	o	mano	de	obra	para	 la	
empresa	minera	 y	 para	 la	 policía,	 sin	 un	 camino	 viable	 para	 la	 resistencia	 a	 la	
ocupación	policial.	Las	 fracturas	sociales	producidas,	posibilitaron	que	 la	Enami	
promoviera	en	los	residentes,	con	éxito,	un	discurso	clave	del	Estado	con	respecto	
a	los	recursos	estratégicos:	que	el	desarrollo	nacional	requiere de	la	minería	de	co-
bre	a	gran	escala.	Por	el	contrario,	quienes	se	oponen	a	la	minería	argumentan	que,	
en	tanto	se	exportarán	los	recursos	extraídos	y	se	exteriorizarán	los	costos	sociales	
y	ambientales,	los	beneficios	se	acumulan	en	las	manos	del	gobierno	y	de	las	em-
presas.	Es	decir,	la	minería	a	gran	escala	es	principalmente	un	medio	para	la	repro-
ducción	del	Estado	y	la	reproducción	del	capital.	Analizar	y	deconstruir	el	discur-
so	del	desarrollo	del	Estado	constituye	la	fase	actual	del	movimiento	de	oposición.

Una	faceta	de	este	análisis	es	mostrar	la	importancia	del	vínculo	entre,	el	emer-
gente	Estado	penal	y	el	emergente	Estado	extractivista.	El	caso	Ramírez,	es	un	em-
blema	de	la	persecución	a	la	defensa	territorial	y	de	la	resistencia	en	contra	de	la	
extracción,	y	muestra	de	varias	maneras,	cómo	el	Estado	penal	está	tomando	forma	
en	este	ámbito.	En	primer	lugar,	la	invocación	de	la	detención	preventiva	demues-
tra	que,	bajo	el	nuevo	COIP,26	esta	medida	sigue	siendo	desplegada	en	exceso,	pese	
a	las	críticas	elaboradas	por	el	papel	de	la	detención	preventiva	en	la	sobrepobla-
ción	de	cárceles	y,	como	violación	contra	los	derechos	humanos	(Unodc,	2014).	
También,	el	Plan	Nacional	de	Seguridad	Integral27	tiene	como	objetivo	explícito	la	
caducidad	de	la	prisión	preventiva	pero;	mantiene	la	práctica	de	“un	período	de	
detención	para	la	investigación”.	Es	importante	tener	en	cuenta	la	utilización	polí-
tica	y	sistemática	de	la	prisión	preventiva	en	los	casos	de	los	activistas	antiextrac-
ción,	acusados	con	delitos	especialmente	graves,	con	el	retraso	de	audiencias	du-
rante	tanto	tiempo	como	sea	posible	y	luego	la	reducción	de	los	cargos	a	delitos	
menores,	más	apropiados	para	asegurar	la	condena	y	legitimar	la	detención	pre-
ventiva	(Vintimilla	y	Villacís,	2013).	Esta	práctica	difiere	de	la	aplicación	de	prisión	

26.	 Los	artículos	522,	534,	535,	537,	538,	540,	549,	y	550	del	COIP	se	refieren	al	uso	de	la	detención	pre-
ventiva.

27.	 Plan	Nacional	de	Seguridad	Integral,	op.	cit.	p.81.
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preventiva	para	los	acusados	de	delitos	leves,	en	ciudades	en	que	los	procesos	son	
excesivamente	retrasados,	debido	a	la	falta	de	recursos	dentro	del	sistema	judicial	
para	procesar	los	casos	de	manera	oportuna.	

En	segundo	lugar,	el	caso	de	Ramírez	apunta	a	la	intromisión	del	poder	ejecu-
tivo	en	 los	procesos	 judiciales.	Los	abogados	que	representaban	a	 los	hermanos	
Ramírez	han	sido	investigados	por	el	Consejo	de	la	Judicatura,	por	presuntamente	
retrasar	los	procesos	judiciales,	a	pesar	de	la	abrumadora	evidencia	de	que	los	abo-
gados	trataron	de	acelerar	el	caso	con	el	propósito	de	poner	fin	a	la	detención	pre-
ventiva.	La	persecución	a	los	abogados,	por	parte	del	Consejo,	se	entiende	como	
una	motivación	política	y	una	advertencia	a	los	abogados	que	se	oponen	a	los	in-
tereses	del	Estado	en	los	tribunales.	

En	tercer	lugar,	la	incursión	de	vigilancia	en	territorios	rurales,	bajo	las	disposi-
ciones	de	seguridad	pública	y	policial	comunitaria,	sugiere	una	expansión	signifi-
cativa	de	los	aparatos	disciplinarios	del	Estado.	Al	mismo	tiempo,	los	requisitos	le-
gales	del	ejército	y	de	la	policía	para	salvaguardar	la	infraestructura	de	los	sectores	
estratégicos,	y	las	reformas	al	COIP	–que	permiten	a	los	militares	ayudar	en	ma-
teria	civil–	sugieren	la	evolución	de	un	aparato	estatal	de	seguridad	menos	bené-
volo	que,	sin	embargo,	funciona	bajo	la	noción	de	servicio	y	policía	comunitaria.	

Por	último,	el	papel	de	la	empresa	nacional	minera	Enami,	en	la	gestión	de	rela-
ciones	comunitarias	y	en	la	administración	de	seguridad	para	las	empresas	mineras	
extranjeras,	sugiere	que	el	Estado	ha	sobrepasado	su	papel	como	simple	regulador	
y	facilitador	del	capital	global.	Ahora	los	recursos	del	Estado	están	enteramente	a	
disposición	de	las	industrias	extractivas	en	nombre	de	“asegurar	sectores	estratégi-
cos	para	el	desarrollo	nacional.”

Conclusiones

La	total	incorporación	del	sector	extractivo	transnacional,	por	parte	del	Estado	
ecuatoriano,	no	es	simplemente	nuestra	opinión:	en	una	presentación,	por	parte	
del	Ministerio	de	Minería,	hecha	en	PDAC	2016	titulada:	“Ecuador:	La	nueva	fron-
tera	de	Minería,”	anunció	a	los	inversores	potenciales	que:	“la	asociación	con	Ena-
mi	proporciona	una	entrada	simplificada	en	el	mercado	ecuatoriano,	y	beneficios	
y	apoyo	que	normalmente	se	reserva	para	las	entidades	estatales”	(p.	19).	Codelco	
en	Ecuador	(Emsaec),	sin	duda	disfrutó	de	una	“entrada	simplificada”	a	la	conce-
sión	Llurimagua	en	Intag.	Teniendo	en	cuenta	el	despliegue	de	táctica	policial	para	
permitir	el	ingreso	del	personal	minero	a	Junín	por	la	fuerza,	la	posterior	ocupación	
policial,	los	diez	meses	de	prisión	de	los	“beneficios”	proporcionados	por	Enami	–
una	empresa	minera	estatal	que,	en	realidad,	no	tiene	la	capacidad	para	minería	a	
gran	escala–	parecen	estar	orientados	principalmente	a	la	disciplina	y,	simultánea-
mente,	a	forzar	a	las	comunidades	a	aceptar	la	minería	y	además	subvencionar	el	
costo	de	hacer	negocios	en	Ecuador.	

Un	sector	clave	en	la	estructura	jerárquica	de	la	industria	minera	mundial	son	
las	 empresas	pequeñas	y	 transitorias	 conocidas	como	“junior”,	que	generan	 sus	
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ganancias	a	través	de	la	especulación	y	del	trabajo	sucio	para	que,	las	comunida-
des	resistentes,	aparezcan	conformes	con	la	minería,	a	fin	de	vender	la	concesión	
a	empresas	más	grandes	y	establecidas.	Esta	historia	de	las	junior	–la	mayoría	con	
domicilio	en	Canadá,	debido	a	los	incentivos	fiscales	que	ofrece	ese	país	al	sector	
minero–	y	sus	violaciones	a	los	derechos	humanos	en	Ecuador,	están	bien	docu-
mentadas	(North,	2011;	Deneault	y	Sacher,	2012;	Grupo	de	Trabajo	sobre	Minería	
y	Derechos	Humanos	en	América	Latina,	2014).	Como	demostró	la	expulsión	de	
la	junior	canadiense	Ascendant	Copper	de	Junín	en	2006,	el	modelo	de	dependen-
cia	de	las	junior	es	muy	arriesgado.	El	papel	de	la	Enami	para	neutralizar	el	riesgo,	
puede	ser	considerado	como	una	nueva	técnica	para	la	gobernanza	y	facilitación	
de	acumulación	de	capital	primario,	en	el	contexto	del	“capitalismo	de	alianza”,	
emergente	en	América	Latina,	cuyos	Estados	tienen	mucho	menos	poder	de	nego-
ciación	en	el	ámbito	del	capital	transnacional	en	comparación	con	China	y	otros	
países	BRIC.

Hemos	argumentado	que,	este	nuevo	papel	del	Estado,	se	articula	a	través	del	
discurso	de	los	recursos	estratégicos	y	de	un	cambio	más	amplio	hacia	una	retórica	
de	la	seguridad	ciudadana.	La	securitización	de	los	recursos	en	las	zonas	rurales,	
se	ha	visto	acompañada	por	la	instalación	de	unidades	de	policía	y	equipos	de	vigi-
lancia	en	zonas	que,	históricamente,	tenían	más	autonomía	relativa	de	la	vigilancia	
directa	del	Estado.	Por	ejemplo,	un	comunicado	reciente	realizado	por	el	Ministe-
rio	del	Interior	(2015)	publicó	como	titular	“En	la	zona	de	Intag,	la	Ciudadanía	vive	
Segura”,	destacando	la	buena	relación	policial-comunidad,	el	control	de	los	deli-
tos	menores	como	conducir	una	motocicleta	sin	licencia,	y	el	éxito	de	prevención	
de	narco	y	microtráfico,	aunque	en	los	hechos	hasta	el	momento,	la	policía	no	ha	
detectado	esos	delitos	en	Intag.

Sostenemos	que,	 la	extensión	del	orden	público	y	de	 la	 llamada	“calidad	de	
vida”	provista	por	la	policía	en	las	zonas	rurales,	es	una	avenida	fructífera	para	fu-
turas	investigaciones	sobre	la	evolución	del	Estado	penal	en	América	Latina,	espe-
cialmente	acompañando	la	tendencia	regional	hacia	“recursos	estratégicos”	que,	a	
menudo,	se	refieren	a	las	economías	rurales.	El	desarrollo	extractivo	y	de	megain-
fraestructura	es	asociado	con	un	aumento	de	la	delincuencia,	mientras	que	el	des-
pojo	rural,	asociado	a	la	extracción,	expulsa	a	los	habitantes	rurales	hacia	las	ciu-
dades	 para	 convertirlos	 en	miembros	 de	 sectores	 urbanos	marginales,	 donde	 se	
enfrentan	a	más	vigilancia	policial	y	la	criminalización	de	la	supervivencia	urbana.	

Esta	observación	plantea	preguntas,	acerca	de	la	“calidad	de	vida”	y	del	discur-
so	de	“seguridad”,	invocados	para	justificar	este	tipo	de	políticas	que,	generalmen-
te,	se	utilizan	en	el	lenguaje	del	Buen	Vivir,	de	la	retórica	oficial	ecuatoriana.	¿Para	
quién	es	la	calidad	de	vida	puesta	en	juego?,	y	precisamente	¿quién	necesita	el	de-
sarrollo	extractivo	de	los	recursos?	Como	sostiene	Solíz	(2013),	el	esfuerzo	para	res-
ponsabilizar	a	la	población	rural	sobre	la	creciente	necesidad	de	metales,	no	toma	
en	cuenta	la	estratificación	interna	y	externa	del	consumo	de	metales.	Este	aumen-
to	de	consumo,	por	otra	parte,	se	basa	en	el	subsunción	del	consumo	bajo	el	capi-
tal	“por	lo	que	la	extracción	de	plusvalía	del	trabajo	se	oculta	y	se	reprime	por	la	
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sobrevaloración	del	consumo	y	sus	ideologías	neoliberales	de	autotransformación”	
(ngai,	2003,	p.	469).

Llegamos	a	la	conclusión	de	que,	la	conexión	discursiva	del	Buen	Vivir	con	el	
desarrollo,	la	seguridad	y	la	calidad	de	vida,	permite	al	Estado	moldear	el	discurso	
radical	alternativo	del	Sumak	Kawsay	–que	es	incompatible	con	la	formulación	cul-
tural	dominante	del	Estado–	y	subordinarlo	al	Estado	en	su	rol	convencional	como	
facilitador	del	capital.	A	tal	fin,	la	modernización	de	seguridad,	policía,	cárcel	e	
infraestructura	militar,	bajo	la	rúbrica	de	seguridad	ciudadana,	es	de	hecho,	una	
cuestión	de	seguridad	estatal	frente	a	la	presión	de	grupos	subordinados.	Prueba	de	
ello,	es	la	explicación	del	Plan	Nacional	de	Seguridad	Integral	sobre	cómo	la	“vio-
lencia	política”	–ahora	tipificada	en	29	artículos	del	nuevo	COIP–	es	una	amenaza:	

La	protección	y	el	bienestar	de	la	nación	en	su	conjunto	son	una	responsabilidad	y	la	ra-
zón	de	la	existencia	del	Estado	y	sus	instituciones;	es	al	Estado	a	quien	la	sociedad	le	ha	
depositado	la	vida,	salud	e	integridad	física	de	sus	ciudadanos,	sus	valores	morales	so-
ciales	(paz,	tranquilidad,	orden,	seguridad,	moralidad,	libertad,	justicia,	solidaridad),	así	
como	sus	bienes	patrimoniales	(vivienda	y	bienes	muebles)…	Por	ello	se	puede	conside-
rar	como	una	amenaza	a	la	seguridad	del	Estado,	la	conspiración	política	para	derrocar	
a	un	gobierno	legítimamente	constituido.28 

Como	se	mencionó	anteriormente,	son	los	artículos	relativos	a	la	violencia	po-
lítica	los	que	se	han	invocado	para	criminalizar	la	protesta	social,	sobre	todo	a	raíz	
de	los	planes	de	extracción.	Se	señala	a	menudo,	que	la	expansión	del	sector	ex-
tractivo	y	la	persecución	de	la	protesta	están	al	borde	de	la	violación	a	la	Constitu-
ción	de	Montecristi,	que	garantiza	el	derecho	a	la	protesta,	así	como	los	derechos	
de	la	naturaleza.	Sin	embargo,	todas	las	leyes	se	hacen,	en	la	práctica,	mediante	in-
terpretación	y	luchas	por	su	significado.	

El	Estado,	como	mediador	entre	la	naturaleza	y	el	capital,	juega	un	papel	pro-
fundo	en	la	transformación	de	la	naturaleza	en	territorio	y	recursos;	y,	del	mismo	
modo,	la	transformación	de	las	comunidades	e	individuos	en	poblaciones	y	ciuda-
danos	(Foucault,	2009).	Es	la	violencia	de	la	ley	que	hace	parecer	a	estas	catego-
rías	como	autoevidentes,	universales	y	objetivas.	La	ley,	que	incorpora	el	Buen	Vi-
vir	como	concepto	jurídico	para	ser	desplegado	y	defendido	por	el	Estado,	suprime	
el	Buen	Vivir	como	praxis	viviente	de	conocimiento	subalterno	(de	Sousa	Santos,	
2007).	En	consecuencia,	una	de	las	conclusiones	significativas	de	los	defensores	
del	territorio	en	Intag,	es	que	siempre	será	un	error,	para	los	movimientos	sociales,	
colaborar	con	el	Estado.	Los	intereses	del	Estado,	están	fundamentalmente	en	des-
acuerdo	con	los	esfuerzos	populares	para	definir	e	implementar	el	concepto	trans-
formador	del	Buen	Vivir,	que	exige	el	fin	de	la	persecución	de	los	defensores	de	la	
tierra	y	de	la	vida	de	todo	ser.	

28.	 Plan	Nacional	de	Seguridad	Integral,	op.	cit.,	p.	53.
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